El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
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Temas:               DERECHO A LA IGUALDAD/ INCLUSIÓN DEL ACCIONANTE AL  REGISTRO ÚNICO DE VÍCTIMAS DEL DESPLAZAMIENTO FORZADO –Registrados su progenitora y hermanos, a excepción de la parte actora pese estar en las mismas condiciones que su familia-/ PERSONA DE ESPECIAL PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL-Condición de desplazado-/ PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO/  OTRO MECANISMO DE DEFENSA JUDICIAL ANTE LA JURISDICCIÓN CONTENCIOSA ADMINISTRATIVA –Ineficaz por su condición de indefensión/ CONFIRMA
Es del caso dilucidar entonces si la entidad demandada desconoció derechos de que sea titular el demandante, al negarse a incluirlo en el registro correspondiente y reconocerlo como víctima del desplazamiento forzado que sufrió su familia.

(…)
No cabe duda que en este caso, entre el actor, Fabián Mauricio Rojas y Deisi Patricia Suárez Trejos existen condiciones similares respecto de su estatus de víctimas ya que son hijos de Nidia Suárez Trejos y nacieron luego de que esta sufriera del desplazamiento forzado, producida a principios del año 1997. 

Sin embargo, la entidad demandada concluyó que al demandante no le asistía el derecho a ser reconocido por el citado hecho victimizante ni a ser incluido en el registro correspondiente, mientras que a sus hermanos sí, con sustento que para el momento del desplazamiento aquel no había nacido, sin tener en cuenta que esta condición tampoco la reunían los últimos. 

En estas condiciones, la UARIV trazó injustificadamente una diferencia para casos iguales, lo que generó la discriminación del actor respecto del reconocimiento de su condición de víctima y la posibilidad de acceder a los beneficios que esa calidad genera.   

Por tanto, ante la evidente lesión al derecho a la igualdad, se confirmará la sentencia impugnada, que a esa misma conclusión llegó.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA


Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, septiembre veinte (20) dos mil dieciocho (2018) 


Acta No. 359 del 20 de septiembre de 2018

Expediente No. 66594-31-89-001-2018-00126-01
Procede la Sala a resolver sobre la impugnación que formuló la Directora de Registro y Gestión de la Información y el Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la Unidad para la Atención y Reparación Integral de las Víctimas -UARIV-, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía, el 25 de julio último, en la acción de tutela que instauró el joven Juan Camilo Suárez Trejos contra esa entidad.
ANTECEDENTES

1. Relató el actor los hechos que admiten el siguiente resumen: 

1.1 En el mes de junio de 2015, su progenitora Nidia Suárez Trejos declaró ante la Personería Municipal de Quinchía los hechos relativos al desplazamiento forzado del que fue víctima en el año 1997. Para esa fecha ella estaba en embarazo de él y tenía otro hijo de cinco años. 
1.2 Mediante Resolución No. 2017-31570 del 15 de marzo de 2017 la entidad demanda incluyó en el registro único de víctimas a su progenitora y a sus hermanos. A ello no procedió en su caso, con sustento en que para el momento de los hechos no había nacido, sin embargo, sus hermanos Deisi Patricia Suárez Trejos y Fabián Mauricio Rojas nacieron, en su orden, tres y catorce años luego del desplazamiento, es decir que a pesar de que todos se encontraban en igual condición, solo a él se le negó la inclusión en tal registro.
1.3 Debido a lo anterior su progenitora, “teniendo en cuenta que ya se habían vencido los términos para interponer recurso de reposición”, solicitó a la UARIV la revocatoria directa de ese acto administrativo, pero por Resolución del 12 de junio de 2017 “ratifican su posición de no incluirme en el RUV, pero en ningún momento expide la Resolución, que resolvía la revocatoria”.
1.4 A principios de este año formuló acción de tutela para obtener se ordenara a la UARIV revocar parcialmente la Resolución del 15 de marzo de 2017, específicamente en lo que se refiere a negarle su derecho a la inclusión en el registro de víctimas, mas en el fallo de tutela se ordenó a esa entidad resolver de fondo la citada solicitud de revocatoria directa, a lo que se procedió mediante acto administrativo del 13 de febrero pasado en el que se resolvió “no incluirme ni reconocerme mi condición de víctima por el hecho del desplazamiento forzado”. 
2. Considera lesionados los derechos a la igualdad, debido proceso y dignidad. Para su protección solicita se ordene a la accionada revocar parcialmente la Resolución del 15 de marzo de 2017 y lo incluya en el registro único de víctimas tal como lo fueron sus hermanos menores.
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1. Por auto del pasado 11 de julio se admitió la acción y se ordenó vincular a la Directora de Registro y Gestión de la Información y al Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la UARIV.
2. Estos funcionarios se pronunciaron para solicitar se negaran las pretensiones de la demanda. Alegaron que: a) efectivamente el actor no se encuentra incluido en el registro de víctimas; b) como ninguna solicitud ha elevado el citado señor ante esa entidad, no se puede hablar de lesión a su derecho de petición y c) la Resolución No. 2017-31570 del 15 de marzo de 2017 fue debidamente notificada y en ejercicio del derecho de contradicción se solicitó su revocatoria directa. Este último trámite fue definido mediante acto administrativo del 13 de febrero pasado, en el cual se decidió no revocar aquella resolución ni reconocer al accionante como víctima del desplazamiento forzado.
3. Se puso término a la instancia con sentencia del 8 de agosto último en la que se concedió el amparo y se ordenó a la Directora Técnica de Registro y Gestión de la Información de la UARIV dejar sin efectos el ordinal segundo del acto administrativo que negó la inclusión en el RUV; expedir un nuevo en el que se incluya al actor en ese registro y se le reconozca su calidad de víctima por el hecho del desplazamiento forzado.
Para así decidir, el funcionario de primera instancia estimó que si bien los actos administrativos en los que el actor encuentra vulnerados sus derechos deben ser cuestionados ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, al tratarse de una víctima del conflicto armado y estar en debate su derecho a ser incluido en el registro correspondiente, el amparo resulta procedente para analizar el fondo del asunto, de conformidad con la jurisprudencia constitucional. Además si se tiene en cuenta que en este caso el último acto administrativo se produjo el 13 de febrero pasado, se cumple con el requisito de la inmediatez.
Consideró luego que la UARIV vulneró el derecho a la igualdad del actor al negarle la inclusión al registro de víctimas con sustento en que para el momento del desplazamiento no había nacido, pero sí accedió a ese derecho respecto de sus hermanos Deisi Patricia Suárez Trejos y Fabián Mauricio Rojas Suárez, quienes son menores que él, en aplicación a lo establecido por la Corte Constitucional en autos 251 de 2008 y 011 de 2009, que establecen las medidas de atención para recibir declaración a niños nacidos en hogares que sufrieron con anterioridad desplazamiento, lo cual se dejó de aplicar para el caso del accionante.   
4. Inconformes con el fallo, la Directora de Registro y Gestión de la Información y el Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la UARIV lo impugnaron. Alegan que: a) a la petición formulada por el demandante se suministró respuesta clara y de fondo; b) la sentencia de primera instancia desconoce el trámite administrativo establecido en la Ley 1437 de 2011. Además es incongruente con la solicitud de amparo; c) la decisión de no incluir al actor en el registro de víctimas está contenida en la Resolución No. 2017-31570 de 2017, frente a la cual se promovió revocatoria directa. Esta última fue resuelta por acto administrativo del 13 de febrero de 2018, notificado por aviso el 16 de marzo siguiente, en el que se resolvió mantener aquella determinación, con sustento en los argumentos que trascribieron; d) la acción de tutela es improcedente al incumplir el requisito de la subsidiariedad ya que existen otros mecanismos de defensa judicial y administrativa. Así mismo, el accionante omitió agotar los recursos de la vía administrativa y e) no se han lesionado los derechos del demandante.

Solicitan se revoque la sentencia impugnada y se nieguen las pretensiones de la demanda.    
C O N S I D E R A C I O N E S 

1. La acción de tutela permite a toda persona reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección de sus derechos fundamentales cuando quiera que resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o aun de los particulares, en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

2. Corresponde a esta Sala determinar si en este caso procede la tutela para ordenar a la UARIV incluir al actor en el registro único de víctimas y en consecuencia reconocerle tal calidad por el hecho del desplazamiento forzado. Solo de serlo, se establecerá si la entidad accionada incurrió en lesión de derechos fundamentales del demandante al negarle esa inclusión, a pesar de que a sus hermanos, quienes se encuentran en igual condición que él, si fueron cubiertos con ese beneficio.
3. La Corte Constitucional ha reiterado, teniendo presente la subsidiaridad que caracteriza la acción de tutela, que los conflictos jurídicos que surgen de actos administrativos que definen casos de inclusión en el registro de víctimas, escapan a la competencia del juez constitucional, ya que para ese efecto se debe acudir a la justicia contenciosa administrativa. Sin embargo, esa misma Corporación se ha encargado de flexibilizar ese parámetro, teniendo en cuenta las condiciones de la persona solicitante. Así por ejemplo, ha dicho: 

“6.1.1. En el presente asunto, el acto administrativo cuestionado a través de la tutela es la resolución que negó la inscripción en el RUV de la actora. Este trámite está reglamentado por la Ley 1448 de 2011, que en su artículo 157
 fija la posibilidad de interponer los recursos de reposición ante el funcionario de la entidad que tomó la decisión, dentro de los 5 días siguientes a la notificación y, en subsidio el de apelación ante la Dirección de la Unidad para la Atención y la Reparación Integral a las Víctimas dentro del mismo término.

En el caso particular, la Resolución 2016-135391 de 25 de julio de 2016 negó la inscripción de la demandante en el RUV... Así mismo, señaló en la parte resolutiva la posibilidad de interponer los recursos mencionados y los términos legales para ello. No obstante, como se explicó anteriormente, la procedencia del recurso de amparo contra un acto administrativo no depende del uso previo de los medios de control administrativo (art. 9. Decreto 2591 de 1991).

6.1.2. La demandante tampoco utilizó los mecanismos judiciales para revertir la resolución en comento, esto es, el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho. Sin embargo, la Sala estima que ello se debió al alto grado de vulnerabilidad en el que se encuentra la actora. La categoría de sujeto de especial protección constitucional, según ha definido esta Corporación
, comprende aquellas personas que debido a su condición física, psicológica o social particular merecen una acción positiva estatal para efectos de lograr una igualdad real y efectiva, por ejemplo, las personas desplazadas por la violencia y aquellas que se encuentran en extrema pobreza…
6.1.3. En consecuencia, por las circunstancias particulares de la demandante sería desproporcionado exigirle pericia en la defensa de sus intereses a través de herramientas legales exactas y precisas. Por lo tanto, en este caso, las acciones judiciales o administrativas a las que hubiera podido acudir no constituyen herramientas idóneas ni eficaces para la protección inmediata y plena de los derechos fundamentales invocados. Por tanto, la acción de tutela resulta procedente para cuestionar la negativa a la inclusión al RUV de la actora y de su núcleo familiar.”
      

En el caso concreto, el amparo es procedente ya que el actor es un sujeto de especial protección, si se toma como referencia que lo que pretende se reconozca es su calidad de desplazado, condición que se encontró acreditada respecto de los demás miembros de su familia.

En consecuencia, a pesar de que existe un mecanismo judicial idóneo para debatir la legalidad del acto administrativo en que encuentra el actor lesionados sus derechos, específicamente la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, la Sala considera que ese mecanismo es ineficaz para este asunto, debido a la situación de indefensión de quien procura la protección constitucional y por tanto es menester analizar la cuestión de fondo.   
4. Es del caso dilucidar entonces si la entidad demandada desconoció derechos de que sea titular el demandante, al negarse a incluirlo en el registro correspondiente y reconocerlo como víctima del desplazamiento forzado que sufrió su familia.

5. Las pruebas incorporadas al expediente y que obran en el cuaderno No. 1, acreditan los siguientes hechos:

5.1 Mediante Resolución No. 2017-31570 del 15 de marzo de 2017, la Directora Técnica de Registro y Gestión de la Información de la UARIV decidió incluir en el registro único de víctimas y reconocer el hecho víctimizante de desplazamiento forzado a la señora Nidia Suárez Trejos junto con sus hijos Deisi Patricia Suárez Trejos, Leonardo Calvo Suárez y Fabián Mauricio Rojas Suárez y no incluir en ese registro ni reconocer tal hecho victimizante al joven Juan Camilo Suárez Trejos.  
Para resolver así, consideró que: a) Nidia Suárez Trejos declaró que el 22 de enero de 1997 fue víctima, junto con los miembros de su familia, de desplazamiento forzado, perpetrado por grupos armados, de la vereda El Guayabo del municipio de Quinchía, por lo que se vio obligada a trasladarse a la ciudad de Pereira; b) en ese tiempo y lugar había presencia de grupos armados, los cuales, entre los conductas delictivas que practicaban, se encuentra la expulsión de poblaciones, razón por la cual se considera verídica su declaración; c) la citada señora pertenece a un grupo especial de población ya que es madre gestante; d) su grupo familiar está conformado por menores de edad nacidos con posterioridad al desplazamiento, frente a los cuales la Corte Constitucional, en autos 251 de 2008 y 011 de 2009, ha reivindicado sus derechos e identificado el trámite para recibirle sus declaraciones; y e) frente al caso de Juan Camilo Suárez Trejos se encuentra demostrado que este para el momento del desplazamiento no había nacido “motivo por el cual no se presentaron ninguna migración o abandono de su lugar de residencia, como consecuencia de algún tipo de coacción o actos derivados de un grupo armado que pusieran en peligro su vida o integridad física, que el (sic) postulado primordial que adecua una conducta dentro del concepto de desplazamiento forzado interno”
.  
5.2 El 1º de agosto de 2017 la señora Nidia Suárez Trejos formuló solicitud de revocatoria directa frente a ese acto administrativo para obtener se incluyera en el registro de víctimas a Juan Camilo Suárez Trejos, tal como se hizo con sus otros hijos, quienes, al igual que aquel, nacieron con posterioridad a la ocurrencia del desplazamiento forzado
.
5.3 Por Resolución No. 20181400 del 13 de febrero de 2018, el Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la UARIV se pronunció sobre esa revocatoria directa. 
Ese funcionario estimó que: a) los argumentos de la peticionaria más se asemejan a una apreciación personal que ha una verdadera transgresión de la Constitución o la ley; b) en el trámite administrativo se respetó el debido proceso y demás garantías constitucionales; c) no se formularon argumentos suficientes que demuestren la ilegalidad del acto administrativo reprochado, el cual, por el contrario, se profirió de conformidad con los directrices del Gobierno Nacional y “se acomoda al interés público y social”; c) esa decisión no representa un grave perjuicio a los derechos o intereses y “nada se dice en torno de cómo el acto administrativo causa un agravio injustificado en relación con casos que compartan circunstancias de modo, tiempo y lugar similares y que generen una situación desigual” y d) el joven Juan Camilo Suárez Trejos no se encontraba en el lugar donde se produjo el desplazamiento forzado y por tanto existe impedimento para calificarlo como víctima
.

5.4 Según los documentos de identidad aportados, Fabián Mauricio Rojas, Deisi Patricia y Juan Camilo Suárez Trejos nacieron, en su orden, el 3 de noviembre de 2013
, el 5 de enero de 2001
 y el 21 de mayo de 1998
.
6. Teniendo en cuenta que en este caso se atribuye a la entidad accionada proceder de forma distinta respecto de circunstancias de hecho similares, es viable volver a citar a la Corte Constitucional, que en relación con el derecho a la igualdad ha dicho
: 
“3.14.1. El derecho a la igualdad y a la no discriminación se encuentra consagrado en el artículo 13 de la Constitución Política, el cual señala que todas las personas son iguales ante la ley y deben recibir el mismo trato por parte de las autoridades sin distinción de raza, sexo, origen nacional o familiar, lengua, religión u opiniones políticas o filosóficas. La jurisprudencia de la Corte ha expresado que el concepto de igualdad es multidimensional, pues se trata tanto de un derecho fundamental como de un principio y una garantía
.
 
La igualdad se ha entendido en tres dimensiones diferentes: la primera de ellas es la igualdad formal, que significa un trato igualitario a la hora de aplicar las leyes; la segunda es la igualdad material, entendida como la garantía de paridad de oportunidades entre los distintos individuos; y, finalmente, existe el derecho a la no discriminación, que conlleva la prohibición de dar un trato diferente con base en criterios sospechosos de discriminación
.”
 
Y respecto a ese derecho aplicado a actuaciones adelantadas en el marco de la reparación de las víctimas, ha expresado
:   
“Así entonces, la Corte ha garantizado los derechos a la igualdad y protección familiar de padres de crianza a quien se le negaba la indemnización por la muerte de su hijo y/o de hijos de crianza a quienes diferentes entidades les negaban beneficios en seguridad social o subsidio familiar. Esta Corporación ha reiterado que dicho tratamiento diferencial, por el simple hecho de que la familia no esté conformada por vínculos de consaguinidad o jurídicos, constituye una violación a la igualdad y a los mandatos de protección familiar.
 
A juicio de la Sala, la Unidad de Atención y Reparación Integral a las Víctimas ignoró la jurisprudencia constitucional en relación con la protección de la familia de crianza y más específicamente, sobre los hijos de crianza. No atender el precedente de esta Corporación implica, además de la vulneración al derecho a la igualdad por las razones que se han expuesto, la vulneración a la protección familiar.”
No cabe duda que en este caso, entre el actor, Fabián Mauricio Rojas y Deisi Patricia Suárez Trejos existen condiciones similares respecto de su estatus de víctimas ya que son hijos de Nidia Suárez Trejos y nacieron luego de que esta sufriera del desplazamiento forzado, producida a principios del año 1997. 
Sin embargo, la entidad demandada concluyó que al demandante no le asistía el derecho a ser reconocido por el citado hecho victimizante ni a ser incluido en el registro correspondiente, mientras que a sus hermanos sí, con sustento que para el momento del desplazamiento aquel no había nacido, sin tener en cuenta que esta condición tampoco la reunían los últimos. 
En estas condiciones, la UARIV trazó injustificadamente una diferencia para casos iguales, lo que generó la discriminación del actor respecto del reconocimiento de su condición de víctima y la posibilidad de acceder a los beneficios que esa calidad genera.   
Por tanto, ante la evidente lesión al derecho a la igualdad, se confirmará la sentencia impugnada, que a esa misma conclusión llegó.
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía, el pasado 25 de julio, en la acción de tutela promovida por Juan Camilo Suárez Trejos contra la Unidad para la Atención y Reparación Integral de las Víctimas, a la que fueron vinculados la Directora de Registro y Gestión de la Información y el Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de esa entidad.
SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO: Envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.
Notifíquese y cúmplase,

Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA



EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� “Contra la decisión que deniegue el registro, el solicitante podrá interponer el recurso de reposición ante el funcionario que tomó la decisión dentro de los cinco (5) días siguientes a la notificación de la decisión. El solicitante podrá interponer el recurso de apelación ante el Director de la Unidad Administrativa Especial de Atención y Reparación Integral a las Víctimas de que trata la presente Ley contra la decisión que resuelve el recurso de reposición dentro de los cinco (5) días siguientes a la notificación de esta decisión…”…


� Sentencia T-167 de 2011.


� Sentencia T-584 de 2017, MP. José Fernando Reyes Cuartas





� Folios 54 a 58 


� Folio 5 y 6


� Folios 51 a 53 


� Folio 30


� Folio 29


� Folio 1 


� Sentencia T-062 de 2018, MP. Luis Guillermo Guerrero Pérez


�  Sentencias T-909 de 2011, MP. Juan Carlos Henao Pérez y T-030 de 2017, M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado.


� En la Sentencia T-030 de 2017, MP. Gloria Stella Ortiz Delgado.


� Sentencia T-233 de 2015, MP. Mauricio González Cuervo
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